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JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 

Bogotá D.C., treinta (30) de septiembre de dos mil veinte (2020) 

 
Referencia: Acción de tutela 

Radicado:  2020-00490-00 

Accionante: Seguros del Estado S.A. 

Accionada:  Medisalud del Cauca IPS LTDA. 

Actuación:  Sentencia Tutela de Primera Instancia 

 
 

De conformidad con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991, y dentro del término 

consagrado en el artículo 86 de la Constitución Nacional, procede este Despacho a 

decidir sobre la acción de tutela instaurada por SEGUROS DEL ESTADO S.A., a 

través de su Representante Legal Dr. HECTOR ARENAS CEBALLOS, en contra 

de MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA. 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES INVOCADOS: 

 

Se pretende la tutela del derecho fundamental a la petición. 

 

FUNDAMENTOS FACTICOS: 

 

En la formulación de la acción de tutela, HECTOR ARENAS CEBALLOS, en 

calidad de Representante Legal de la sociedad SEGUROS DEL ESTADO S.A., 

indica que el 25 de enero de 2017, radico Derecho de Petición ante la sociedad 

MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., y a la fecha dicha entidad no ha otorgado 

contestación alguna.    

 
Por lo anterior, solicita que se ordene a la entidad accionada de respuesta a la petición 

elevada el 25 de enero de 2017.  

 

ACTUACIÓN PROCESAL:  

 

La presente acción de tutela fue admitida el dieciséis (16) de septiembre de dos mil 

veinte (2020), disponiendo notificar a la accionada: MEDISALUD DEL CAUCA 

IPS LTDA., con el objeto que se manifestarán sobre cada uno de los hechos descritos 

en el libelo. 

 

No obstante, la sociedad no realizó ninguna manifestación al respecto, pese habersele 

comunicado de la acción mediante correo electrónico del 16 de septiembre de 2020, 

que no fue objeto de devolución. 

 

CONSIDERACIONES: 

 

En reiteradas oportunidades la jurisprudencia nacional ha manifestado que la acción 

de tutela en el sistema jurídico de nuestro Estado Social de Derecho, es uno de los 
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mecanismos que contempla la Carta Política entrada en vigencia desde el año de 1991 

de mayor raigambre, para que los asociados obtengan de manera expedita el respeto 

a sus derechos fundamentales, que el texto supra legal ha previsto a favor de todo ser 

humano habitante de nuestro territorio, cualquiera que sea su condición económica, 

social, sin consideración a su sexo, creencia moral, política, religiosa, etc., cuando del 

actuar de las autoridades públicas, o de los  particulares que presten un servicio de 

esta misma naturaleza, es decir, público, resulte un claro desconocimiento de aquellos 

derechos. 

 

Se convierte entonces la acción de amparo constitucional en un mecanismo residual previsto 

por la Carta Magna, a través del cual se dotó a todas las personas naturales o jurídicas de una 

herramienta idónea tendiente a prevenir o remediar de la manera más rápida posible 

violaciones a los derechos fundamentales, tal como lo prevé los artículos 1 y 42 del Decreto 

2591 del año de 1991. 

 

1. De la Competencia  

 

Este Despacho es competente para conocer de la presente acción de tutela de acuerdo 

a los parámetros establecidos por el Decreto 2591 de 1991 en concordancia con el 

Decreto 1382 de 2000. 

 

2. Problema Jurídico  

 

En el plenario, corresponde establecer ¿Si MEDISALUD DEL CAUCA IPS 

LTDA., ha vulnerado el derecho fundamental de petición del accionante, teniendo en 

cuenta que ha trascurrido más de un año desde la presentación de la solicitud (25 de 

enero de 2017), sin que a la fecha hubiese recibido respuesta a sus peticiones? 

 

Tesis, si 

 

Para zanjar la cuestión planteada, es preciso ahondar en primer lugar sobre los 

lineamientos esbozados por la jurisprudencia constitucional respecto a sobre los 

lineamientos esbozados por la jurisprudencia constitucional respecto a:  
 

 El derecho de petición. 
 

De conformidad con el artículo 23 de la Constitución, todas las personas tienen 

derecho a presentar solicitudes respetuosas a las autoridades, por motivos de interés 

general o particular, y a obtener una respuesta pronta y de fondo a su solicitud. Por 

ser de carácter fundamental, es susceptible de protección por vía de tutela (artículo 

86 Superior), pues resulta indispensable para la consecución de los fines esenciales 

del Estado. 
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De igual forma, la Honorable Corte Constitucional ha señalado que el ejercicio del 

derecho de petición garantiza a su vez la efectividad de otros derechos 

fundamentales. Por tal razón la jurisprudencia constitucional ha desarrollado ciertas 

reglas que deben tener en cuenta los jueces de tutela para efectos de procurar la 

protección inmediata1 y efectiva del derecho de petición. Dichos presupuestos han 

sido sintetizados de la siguiente manera:  

 

“(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la de los mecanismos 

de la democracia participativa, garantizando a su vez otros derechos constitucionales, 

como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de 

expresión; (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 

pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la petición debe ser resuelta de fondo, de 

manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado; (iv) la respuesta debe 

producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible; (v) la 

respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en 

una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a entidades 

estatales, y en algunos casos a los particulares; (vii) el silencio administrativo 

negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a 

la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición pues su objeto es 

distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de 

que se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de petición también es 

aplicable en la vía gubernativa; (ix) la falta de competencia de la entidad ante quien 

se plantea, no la exonera del deber de responder; y (x) ante la presentación de una 

petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado.”2 

 

Así mismo, dicha corporación ha reiterado en varias oportunidades como 

características distintivas del derecho de petición: a) que se trate de una petición 

respetuosa, clara y comprensible; b) que se emita una respuesta de fondo, precisa, 

integral y acorde con lo que fue solicitado, lo cual no implica aceptación a lo 

requerido; c) que la respuesta sea dada de manera pronta, oportuna y sea puesta en 

conocimiento o notificada al peticionario.    

 

En suma, el derecho de petición brinda a la peticionada una responsabilidad especial, 

sujeta a cada uno de los elementos que informan su núcleo esencial; puesto que la 

obligación no cesa con la simple resolución del derecho de petición elevado por un 

ciudadano, sino que se hace necesario que dicha solución resuelva el fondo del 

asunto, esté dotada de claridad y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; e 

igualmente, que su oportuna respuesta se ponga en conocimiento del solicitante, sin 

que pueda tenerse como real una contestación falta de constancia y que sólo sea 

conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información. 

 

 La regulación del derecho fundamental de petición a través del Decreto 

Legislativo 491 de 2020. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional. Tutela No. 149 de 19 de marzo de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
2 Corte Constitucional. Tutela No. 377 de 3 de abril de 2000. M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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El Decreto Legislativo 491 de 2020,3 en su artículo 5º establece: la ampliación de 

términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se encuentren en curso o 

que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los 

términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: Salvo norma especial 

toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su 

recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 

peticiones: (i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse 

dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. (ii) Las peticiones mediante 

las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su 

cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su 

recepción. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 

plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, 

antes del vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los 

motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o 

dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este 

artículo. 

 

Bajo los anteriores lineamientos jurisprudenciales y normativos se analizará el asunto 

puesto en consideración de este Despacho. 

 

  Inmediatez como requisito de procedibilidad de la acción de tutela. 

Reiteración de jurisprudencia - Sentencia T-332/15-. 

  

De acuerdo a la jurisprudencia constitucional, el principio de inmediatez constituye 

un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, por lo que su interposición debe 

ser oportuna y razonable con relación a la ocurrencia de los hechos que originaron la 

afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados. La petición ha de ser 

presentada en un tiempo cercano a la ocurrencia de la amenaza o violación de los 

derechos. Si se limitara la presentación de la demanda de amparo constitucional, se 

afectaría el alcance jurídico dado por el Constituyente a la acción de tutela, y se 

desvirtuaría su fin de protección actual, inmediata y efectiva de tales derechos. 

  

Por lo tanto, la inactividad o la demora del accionante para ejercer las acciones 

ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que resulte procedente 

la acción de tutela. Del mismo modo, si se trata de la interposición tardía de la tutela, 

igualmente es aplicable el principio de inmediatez, según el cual la falta de ejercicio 

oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no 

puede alegarse para el beneficio propio del sujeto de la omisión o la tardanza[4]. 

  

                                                           
3 “Por el cual se adoptan medidas de urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las 

autoridades públicas y los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y 

de los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica”. 

mailto:cmpl37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-332-15.htm#_ftn4


           Consejo Superior de la Judicatura 

   JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL                         

                                                                         MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 

                                        Cundinamarca  
 
 

AMDS 

Carrera 10 No. 14-33 Piso 11 Bogotá D.C.- Edificio Hernando Morales Molina 
E-MAIL- cmpl37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co – Teléfono: 2832384 

5 

La regla jurisprudencial acerca del principio de la inmediatez, ordena al juez de tutela 

constatar si existe un motivo válido, entendiéndolo como justa causa, para el no 

ejercicio de la acción constitucional de manera oportuna. Es así como en la Sentencia 

T- 743  de 2008 se establecen las circunstancias que el juez debe verificar cuando esta 

frente a un caso de inmediatez, así: i) Si existe un motivo válido para la inactividad 

de los accionantes; ii) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de 

los derechos de terceros afectados con la decisión;  iii) Si existe un nexo causal entre 

el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; 

y iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación 

violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy 

alejado de la fecha de interposición. 

  

La Corte en Sentencia T-037 de 2013 ha señalado que la solicitud de amparo es 

procedente, cuando trascurrido un extenso lapso de tiempo entre la situación que dio 

origen a la afectación alegada y la presentación de la acción, sean analizadas las 

condiciones específicas del caso concreto, es decir, la valoración del requisito de 

inmediatez se vuelve menos estricto bajo las siguientes circunstancias: 

  

“(i) La existencia de razones que justifiquen la inactividad del actor en la 

interposición de la acción. (ii) La permanencia en el tiempo de la vulneración o 

amenaza de los derechos fundamentales del accionante, esto es, que como 

consecuencia de la afectación de sus derechos, su situación desfavorable continúa 

y es actual. [5] (iii) La carga de la interposición de la acción de tutela resulta 

desproporcionada, dada la situación de debilidad manifiesta en la que se 

encuentra el accionante; por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, 

abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”. [6] 

  

Ahora bien, ese término razonable debe ser valorado por el juez de acuerdo a las 

circunstancias del caso concreto.  

  

En Sentencia T- 056 de 2014 se decidió el caso de un ciudadano quien sufrió un 

accidente laboral y solicitó la protección de sus derechos fundamentales con el fin de 

ordenar a la ARL Liberty Seguros S. A., el pagó de las incapacidades, la prestación 

de asistencia médica y remitirlo a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, 

pero, le fue negada por las instancias judiciales al estimar que no se cumplió con el 

requisito de inmediatez. En dicha oportunidad la Corte considero que “no puede ser 

mirado bajo el criterio de la inmediatez, ni aun en el evento de haber transcurrido un 

tiempo importante desde la fecha del accidente, pues la falta de ese dictamen ha 

causado una perturbación de los derechos aludidos, que permanece en el tiempo…”  
 

ANALISIS DEL CASO CONCRETO 

 

 

El extremo accionante elevó petición a MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., el 

25 de enero de 2017, solicitando: 

mailto:cmpl37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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La sociedad accionada no contestó la demanda de tutela, a pesar que fue notificada su 

admisión por parte del juzgado. Mediante auto del dieciséis (16) de septiembre de dos 

mil veinte (2020), para que, dentro del día siguiente a la comunicación del auto, se 

pronunciara sobre los hechos y pretensiones en ella contenidos y una vez vencido el 

termino no allego pronunciamiento alguno ni prueba sumaria de la respuesta enviada 

al extremo actor, por lo que este Juzgador concluye que, a la fecha de presentación de 

la tutela (15/septiembre/2020), no se ha contestado de fondo la petición radicada por 

el actor. 

  

La Corte Constitucional ha señalado que en aquellos casos en los que se demuestre 

que la vulneración del derecho es permanente en el tiempo y el hecho que la originó 

por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, pero la 

situación es continua y actual, el principio de inmediatez en la interposición de la 

tutela no es exigible de manera estricta. 

  
Por lo que, este Juzgador considera que, en el presente caso a pesar del extenso lapso 

transcurrido entre la presentación del derecho de petición, por una parte, y la 

interposición de la acción, por la otra, la afectación del derecho fundamental de 

petición del accionante ha permanecido en el tiempo, pues en efecto, la accionada aún 

no se ha pronunciado sobre la solicitud. Ello permite concluir que su afectación va más 

allá de la petición, debido a que, ante la dilación injustificada y la negligencia 

administrativa, por parte de la entidad accionada al no brindarle una oportuna respuesta 

a su solicitud, pues le está generando obstáculos administrativos no oponibles a él, 

razón por la cual el juez constitucional debe actuar para salvaguardar las garantías 

iusfundamentales. 

  
Por lo anterior, este operador judicial procederá a tutelar el derecho fundamental 

invocado, pues quedó demostrado que la acción de tutela es procedente, por otra parte, 

la omisión de la entidad accionada frente a la petición presentada por el actor, vulneró 

su derecho fundamental de petición. 

  

mailto:cmpl37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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En consecuencia, se ordenará al representante legal y/o quien haga sus veces de 

MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., que, dentro de las 48 horas siguientes a 

la notificación de esta Sentencia, proceda a dar respuesta directa, en forma clara y 

completa, a la petición presentada por SEGUROS DEL ESTADO S.A., el día el 25 

de enero de 2017, respuesta que deberá remitirse a la sociedad accionante a la 

dirección reportada para las notificaciones, esto es, a la Calle 17 No. 10-16 piso 11 de 

la ciudad de Bogotá, a través de correo certificado y verificar su efectivo recibido; 

o a los correos electrónicos: gerencia@sercoas.com, camilorubiano@sercoas.com, 

debiendo consecuencialmente allegar a este despacho copias del mismo, con el fin de 

constatar el cumplimiento a lo ordenado. 

ADVIERTASE a MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., que de no dar 

cumplimiento a las ordenes emitidas en este fallo se hará acreedora a las sanciones 

establecidas en los  artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991  que contemplan un 

mecanismo para verificar el cumplimiento de las ordenes de tutela y, de ser el caso, 

imponer las sanciones a las que hubiere lugar, señalando para tal fin, no solo el arresto 

y la multa, sino investigación de tipo penal por el desacato al fallo de la tutela, pues, 

es obligación del funcionario judicial comunicar a las autoridades correspondientes 

la infracción a tales normas. 

En virtud de lo expuesto, EL JUZGADO TREINTA Y SIETE CIVIL 

MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 

DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la petición de MARÍA DEL 

PILAR PORTILLA DURAN, por las razones expuestas en la parte motiva de este 

fallo. 

 

SEGUNDO: ORDENAR al representante legal y/o quien haga sus veces de 

MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., que, dentro de las 48 horas siguientes a 

la notificación de esta Sentencia, proceda a dar respuesta directa, en forma clara y 

completa, a la petición presentada por SEGUROS DEL ESTADO S.A., el día el 25 

de enero de 2017, respuesta que deberá remitirse a la sociedad accionante a la 

dirección reportada para las notificaciones, esto es, a la Calle 17 No. 10-16 piso 11 de 

la ciudad de Bogotá, a través de correo certificado y verificar su efectivo recibido; 

o a los correos electrónicos: gerencia@sercoas.com, camilorubiano@sercoas.com, 

debiendo consecuencialmente allegar a este despacho copias del mismo, con el fin de 

constatar el cumplimiento a lo ordenado. 

TERCERO: ADVERTIR a MEDISALUD DEL CAUCA IPS LTDA., que de no 

dar cumplimiento a las ordenes emitidas en este fallo se hará acreedora a las sanciones 

establecidas en los  artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991  que contemplan un 

mailto:cmpl37bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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mecanismo para verificar el cumplimiento de las ordenes de tutela y, de ser el caso, 

imponer las sanciones a las que hubiere lugar, señalando para tal fin, no solo el arresto 

y la multa, sino investigación de tipo penal por el desacato al fallo de la tutela, pues, 

es obligación del funcionario judicial comunicar a las autoridades correspondientes 

la infracción a tales normas. 

CUARTO: NOTIFICAR esta decisión a los interesados, por el medio más expedito 

posible (Art. 30 Decreto 2591 de 19914). 

 

QUINTO: En caso de no ser impugnada la presente decisión, envíese las presentes 

diligencias a la Corte Constitucional para eventual revisión, conforme a lo 

determinado en el inciso segundo del Art. 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

SEXTO: Una vez regrese la tutela de la H. Corte Constitucional, excluida de 

REVISIÓN, sin necesidad de ingresar el expediente al despacho, por secretaria 

ARCHIVENSE las diligencias. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

LUIS CARLOS RIAÑO VERA 

Juez 

 

 

 

 
 

 

 

Firmado Por: 

 

LUIS CARLOS RIAÑO VERA  

JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 037 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

f0b2750904698487db89f4ada87925394f75375eb3fde5eea409bb885fe72cfb 
Documento generado en 30/09/2020 12:05:17 p.m. 

                                                           
4 “ARTICULO 30. NOTIFICACION DEL FALLO. El fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que 

asegure su cumplimiento, a más tardar al día siguiente de haber sido proferido.” 
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